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Introducción


 Los cambios habidos en la sociedad como consecuencia, sobre todo, de una industrialización creciente han provocado modificaciones sustanciales en los parámetros que desde el Derecho romano inspiraban el tratamiento de la responsabilidad civil. Inicialmente asentada en postulados éticos, la responsabilidad civil actuaba por medio del mecanismo indemnizatorio en el sentido de sancionar a quien de forma imprudente causaba un daño y, no tanto, con la finalidad de reparar el daño causado. En los últimos tiempos, la tendencia ha sido justamente la opuesta. Con el advenimiento de la gran industria y el desarrollo de la técnica, se ha atenuado el rigor en la exigencia de la culpa, inspirándose en la idea de que quien crea un riesgo, aunque su actuar originario sea lícito, debe soportar las consecuencias derivadas de su referido actuar peligroso del que se beneficia, idea que se sintetiza en el brocardo latino cuius est commodum, eius est periculum. La culpa o negligencia, otrora elemento esencial de la responsabilidad civil, se ha ido por tanto diluyendo, aunque sin desaparecer del todo salvo para sectores específicos, y la indemnización se ha orientado hacia una finalidad reparadora, al objeto de colocar al dañado en la situación inmediatamente anterior a la del siniestro.

La libertad pasa a ser observada por los juristas desde una interpretación más restringida. La responsabilidad en general no debe quedar ligada a unos postulados acerca de la responsabilidad moral rigurosamente individuales y subjetivos. La progresiva objetivación de la responsabilidad civil ha sido objeto de preocupación por parte de ciertos moralistas, para los cuales, la subjetividad de la culpa sería el substrato inherente a un fundamento moral de la responsabilidad jurídica. Considero que se trata, sin embargo, de una concepción demasiado restringida de la moral y de la responsabilidad que se hace necesario superar. La filosofía contemporánea exhorta de forma cada vez más acuciante a favor de una ética de la responsabilidad acorde con la actual sociedad del riesgo y los costes que esta genera, como puede ser la causación de daños con ocasión de una actividad peligrosa y beneficiosa al mismo tiempo para quien la pone en circulación. La interacción de los riesgos exige que todos sus participantes agoten la diligencia en cada caso exigible, porque la ética exige no solo el cuidado de uno sino que supone también y sobre todo una disposición de responsabilidad hacia los demás.

En suma, la responsabilidad civil requiere de un cambio en el enfoque jurídico en relación con lo que se estipulaba en épocas en las que el hombre aún controlaba los destinos de una maquinaria elemental, escasamente tecnificada, y podía en consecuencia prever sus consecuencias lesivas. El papel protagonista ya no lo asume el agente, es decir, «el que causa un daño año otro» (según se expresa en el art. 1902 CC), sino precisamente ese «otro» que lo sufre.

Esta es la perspectiva adoptada en el presente trabajo sobre la responsabilidad civil derivada de hechos de la circulación con ocasión del uso de vehículos a motor. Inserta en esa dinámica cambiante acerca de los planteamientos jurídicos y éticos clásicos, esta modalidad del Derecho de daños destaca sobremanera como consecuencia del aumento del tráfico rodado y la potencial peligrosidad que su utilización encierra. Circunstancias que, de hecho, provocan cada año un considerable número de accidentes que conllevan, a su vez, las correspondientes reclamaciones judiciales y extrajudiciales. En 2007, los accidentes de tráficos suponían la primera causa externa (accidentes, suicidio, homicidio…) de fallecimiento en España, si bien en 2013 habían descendido a la quinta posición (1) . Teniendo en cuenta la evolución desde 2012, el único medio de desplazamiento que ha aumentado la siniestralidad es el de los motoristas con un aumento del 37% (de 218 a 299). En cambio, la cifra de ciclistas fallecidos permanece constante en la última década. Los peatones, los que viajaban en turismo y en camión han reducido su mortalidad desde 2012, con un 11%, un 23% y un 34% de disminución respectivamente (2) .

Consciente de esta realidad, el legislador especial ha instaurado una serie de mecanismos jurídicos dirigidos a proteger a víctimas y perjudicados, garantizando indemnizaciones respetuosas con el principio clásico de la restitutio ad integrum por vías razonablemente ágiles y eficaces. Entre dichos instrumentos protectores, los más importantes son dos: un sistema propio de responsabilidad civil y un seguro obligatorio de automóviles. A cada uno de ellos le he dedicado un capítulo.

El primero está dedicado a la responsabilidad civil. La progresiva objetivación de la culpa que, con carácter general, afecta al Derecho de daños, se aprecia con singular nitidez en el caso de los accidentes de circulación. Tal es así, que para el caso de los daños que afectan a la integridad física o moral de las víctimas, el causante responde por el mero riesgo generado como consecuencia de la conducción, sin que sea necesario acreditar el haber obrado bajo una actuación imprudente. Veremos, sin embargo, que el Tribunal Supremo no siempre lo ha entendido así. Son numerosas las sentencias en las que insiste en la necesidad de que se verifique una actuación culposa, siquiera mínima, a cargo del conductor agente de los daños, exigencia que a mi juicio colisiona, no solo con el espíritu, sino con el tenor literal del art. 1 de la Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor y, anteriormente, con el art. 39 de la derogada Ley de Uso y Circulación de Vehículos a Motor, de 1962.

A menudo, el Alto Tribunal Supremo ha pretendido armonizar esa exigencia de verificar la culpa o negligencia y el texto de la ley, acudiendo a la idea de una presunción de culpa que supuestamente gravita sobre el conductor de quien se predica la causación del daño. Como tendré ocasión de explicar, este subterfugio, amén de innecesario, no deja vulnerar el tenor literal de la ley y encierra, el mismo tiempo, una contradicción lógica si de lo que se trata es de defender una presunción iuris et de iure. Que no sea necesario acreditar la culpa del causante no significa que esta deba responder en todo caso del daño sufrido. La ley contempla dos mecanismos que permitirán al conductor exonerarse de responsabilidad como son la culpa de la víctima y la fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. Ambas excepciones descansan sobre una ruptura del nexo causal entre el daño sufrido por la víctima y la actuación atribuida a dicho conductor.

En el segundo capítulo se analiza el seguro de automóviles. Su estructura sigue un planteamiento clásico en la exposición académica de los contratos en particular, pues se analiza separadamente su concepto, caracteres, naturaleza jurídica, elementos subjetivos, objetivos y formales. Si, mediante un sistema de responsabilidad civil basado en el riesgo y no en la culpa, se releva a la víctima de probar la actuación imprudente del causante, facilitando el acceso a la indemnización, con la instauración de un seguro de carácter obligatorio para el propietario del vehículo se consigue que los perjudicados no vean frustrados su derecho a percibir una indemnización por causa de una eventual situación de insolvencia del causante directo. El seguro garantiza la existencia en todo caso de alguien que responderá económicamente junto con el generador de los daños, como es la aseguradora del vehículo.

En sus orígenes, el seguro que cubría la responsabilidad civil general podía ser calificado como de patrimonios, ya que su finalidad primordial era impedir que el deudor asegurado se viera obligado a indemnizar a quien por su conducta hubiera causado un daño. Al tiempo que se indemnizaba a la víctima, el asegurado mantenía indemne sus bienes puesto que la obligación de indemnizar al tercero era asumida por la aseguradora. En el caso del seguro de automóviles, esta finalidad adquiere hoy una relevancia secundaria, a despacho de un mayor carácter social y la función tuitiva en favor del tercero. Hoy en día, lo primordial es proteger a la víctima, garantizando, como se ha dicho, que vea satisfecho el crédito resarcitorio.

La eficacia de este mecanismo asegurador pasa por establecer un contenido mínimo de Derecho necesario, esto es, indisponible para las partes. Una segunda medida jurídica que garantice la finalidad tutelar del seguro requiere de la fijación de unos importantes indemnizatorios mínimos que sean respetuosos con el principio a la restitución íntegra al que antes me he referido. Difícilmente podía alcanzarse este objetivo con las cantidades que el asegurador estaba obligado a cubrir con la entrada en vigor del RDLeg 1301/1986: un millón (1.000.000) de pesetas euros por muerte y un millón quinientas mil (1.500.000) pesetas por gran invalidez. Como consecuencia de la aplicación del Derecho comunitario, los límites indemnizatorios cubiertos por el seguro han ido aumentando de forma significativa hasta llegar a la situación actual que apenas deja resquicio por el que víctimas y perjudicados puedan quedar sin ser enteramente indemnizados de acuerdo a la entidad de los daños. Así, hoy en día, esos límites se elevan hasta setenta millones (70.000.000) de euros por siniestro para los daños a las personas y quince millones (15.000.000) de euros por siniestro para el caso de daños a los bienes.






	 (1) 

	Datos tomados de la página del Instituto Nacional de Estadística (http://www.ine.es/prensa/np896.pdf).
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	Véase la noticia en la página web de la Dirección General de Tráfico: https://www.dgt.es/comunicacion/notas-de-prensa/1.145-personas-fallecieron-en-siniestros-de-trafico-en-carretera-durante-2023/
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Capítulo I El sistema de responsabilidad civil


 1.  Evolución legislativa

La responsabilidad extracontractual ha experimentado en nuestro país una evolución marcada por una progresiva objetivación de la culpa. Como ha sostenido el Tribunal Supremo en diversas ocasiones, ello es consecuencia de la llamada «socialización del riesgo» (1) , aunque mejor sería llamar a este fenómeno como «socialización de la responsabilidad», según el cual se hace soportar sobre el conjunto de la sociedad las consecuencias dañosas que el hecho causa a la víctima. A un nivel ético, la devaluación de un sustrato estrictamente subjetivo e individual de la responsabilidad entronca de manera directa con el hecho constatado de que al individuo actual se le exige responder, no solo en función de sus convicciones, sino por las consecuencias de sus actos, según el célebre postulado de WEBER (2) .

En una primera etapa, que se puede situar en el momento en que se aprueba el Código Civil, la culpa era el único título de imputación, según se deducía de los arts. 1089, 1902 y 1903 CC. Aunque coexistían otros preceptos que consagraban una atribución de los daños por un título distinto, como era del riesgo creado, la jurisprudencia los interpretaba bajo el criterio de entender que consagraban presunciones iuris et de iure de culpa, por lo que no podían enervarse. Tal era el caso de los arts. 1905, 1908.2º y 3º y 1910.

Las transformaciones sociales, por influjo de la Revolución Industrial, comportaron un notable aumento de las actividades peligrosas y con ello un cambio de perspectiva en el tratamiento de la responsabilidad civil (3) . Un ejemplo jurisprudencial especialmente importante por el giro doctrinal que supuso respecto al estado anterior fue la STS 10 julio 1943 (RJ 1943, 856) (4) , que conoció de un atropello a un ciclista por parte de un vehículo en un cruce de calles. La Audiencia había absuelto al conductor del vehículo, entendiendo que había avisado de su presencia y que además tenía limitada su visibilidad por una curva y una pendiente de la vía. El Supremo casó la sentencia, invocando la doctrina de la inversión de la carga de la prueba de la culpa del causante, por considerar que era aplicable en aquellos supuestos «en que resulte evidente un hecho que por sí solo determine probabilidad de culpa, en cuyo caso ha de presumirse ésta y cargar al autor del atropello la obligación de desvirtuar la presunción». Se dio así un paso decisivo hacia la derogación de una tendencia jurisprudencial que hasta entonces resultaba bastante gravosa para los perjudicados por exigírseles una prueba rigurosa de la actuación culpable del agente (5) .

A nivel normativo, manteniéndonos en el ámbito de la conducción motorizada, esta tendencia objetivadora tiene como primer y gran referente a la Ley 122/1962, de 24 de diciembre, sobre uso y circulación de vehículos de motor (LUCVM/1962), que vino a instaurar un régimen de responsabilidad de marcado carácter objetivista, sin distinguir inicialmente entre los daños a las personas y a los bienes.

Esta circunstancia hacía presumir un sensible encarecimiento del seguro, por lo que la entrada en vigor de la ley se fue posponiendo en virtud de diversas disposiciones, hasta el 1 de abril de 1965 (6) . A partir de esta fecha, el ámbito de acción del nuevo tipo de responsabilidad quedó limitado a los daños a las personas y se suspendió respecto a los daños causados a las cosas, según lo establecido en el Dley 4/1965, de 22 de marzo.

El sistema de responsabilidad recogido en el art. 39 LUCVM/1962 se habría de entender referido entonces solo al daño a las personas y dentro de los límites y condiciones que para el ámbito del seguro obligatorio se establecía en el Decreto 3787/1964, de 19 de noviembre.

El Dley 4/1965, de 22 de marzo, por su parte, excluyó del seguro obligatorio a los daños materiales, y no se volvió a incluir en él hasta 1986, coincidiendo con la adhesión de España a la Comunidad Europea, y la necesidad de adaptar la normativa interna a las exigencias de las Directivas europeas. Con este propósito, se dictó el RDLeg 1301/1986, de 28 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la LUCVM y el RD 264/1986 de 30 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Seguro de Responsabilidad Civil derivada del Uso y Circulación de Vehículos de Motor, de Suscripción Obligatoria. El citado RDLeg 1301/1986 no solo extendió la cobertura del seguro obligatorio a los daños materiales, sino que introdujo en la LUCVM un régimen de responsabilidad en sintonía con el derecho interno de los restantes Estados miembros comunitarios. Según el artículo 1.1 «el conductor de un vehículo de motor que con motivo de la circulación cause daños corporales o materiales, estará obligado a repararlos conforme a lo establecido en la presente Ley». A continuación, la norma introducía dos tipos de regímenes de responsabilidad, uno de naturaleza objetiva para los daños a las personas y otro subjetivo para los daños materiales.

La Ley 30/1995 de 8 de noviembre de Ordenación y Supervisión de Seguros Privados (LOSSP), por medio de su disposición adicional 8ª, modificó la denominación de la LUCVM por la actual «Ley de Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor» (en adelante, LRCSCVM). Si bien se mantuvo el desigual régimen de responsabilidad para los daños a las personas y a los bienes, respectivamente, el legislador dotó de una nueva redacción al art. 1, para señalar expresamente en el primer párrafo de su punto primero el fundamento de la imputación objetiva, esto es, «el riesgo creado por la conducción del vehículo». Al mismo tiempo, la nueva ley puso fin a los diferentes criterios de imputación de la responsabilidad civil que tenían los daños corporales, según estuvieran amparados o no por el seguro obligatorio. Hasta este momento, la responsabilidad del conductor era de naturaleza objetiva dentro de los límites del seguro obligatorio. Más allá de esos límites, por el contrario, la responsabilidad pasaba a ser subjetiva, con lo que era el perjudicado quien venía obligado a acreditar la conducción culpable del agente. El nuevo art. 1.1 prescindía de esa diferenciación, de tal manera que el daño corporal, en toda su extensión, quedaba sometido a un mismo régimen de imputación objetiva.

Este tratamiento de la responsabilidad civil se mantiene en el texto vigente, según la redacción dada por la Ley 21/2007, de 11 de julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la Circulación de Vehículos a Motor, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2004, de 29 de octubre, y el Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 6/2004, de 29 de octubre.

El desarrollo legislativo expuesto nos conduce, en suma, a una división en orden al régimen de imputación de los daños causados, según se trate de daños a las personas, o a los bienes. En el primer supuesto, daños a las personas, el conductor solo quedará exonerado cuando pruebe que los daños fueron debidos únicamente a la conducta del perjudicado o a la fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo. Los daños materiales, en cambio, sí quedan sometidos al régimen general de responsabilidad civil contemplado en el art. 1902 CC.

2.  Ámbito material de la LRCSCVM

2.1.  Consideraciones generales

El art. 1.1 LRCSCVM establece que «El conductor de vehículos a motor es responsable, en virtud del riesgo creado por la conducción de estos, de los daños causados a las personas o en los bienes con motivo de la circulación».

El legislador remitió la definición de ambos conceptos nucleares, vehículos a motor y hechos de la circulación, al posterior desarrollo reglamentario, lo que no deja de constituir un defectuoso ejercicio de técnica legislativa. No resulta razonable que una norma con rango de ley remita a un reglamento para que delimite su ámbito de aplicación, como tampoco lo es que configure su contenido sobre la base de unos conceptos que ella misma desconoce.

2.2.  Vehículos a motor

2.2.1.  Concepto

El vehículo de motor es el objeto del contrato de seguro, y viene definido en el art. 1 Reglamento del Seguro Obligatorio (RSOA). En general, se incluyen en este concepto, aquellos vehículos idóneos para circular por la superficie terrestre e impulsados a motor, cuya puesta en circulación requiera autorización administrativa de acuerdo con lo dispuesto en la legislación sobre tráfico, circulación de vehículos a motor y seguridad vial.

La referencia expresa a dicha autorización se contiene en los arts. 66 y ss. del Real Decreto Legislativo 6/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Tráfico, Circulación de Vehículos a Motor y Seguridad Vial (TRLTCVMSV).

En contra de lo que en un principio algunos llegaron a pensar, este requisito no implica que el vehículo necesariamente tenga que portar placa de matrícula para estar incluido en el ámbito de la LRCSCVM. Poco tiempo después de la publicación del nuevo reglamento, las autoridades de tráfico aclararon que tenían la consideración de vehículos a motor aquellos que por razón de sus características técnicas estaban «en disposición» de obtener tal autorización administrativa, aunque de hecho no la tuvieran.

2.2.2.  Supuestos de no obligación de aseguramiento

El art. 1.1 RSOA contempla algunos supuestos en los que no resulta obligatorio contratar el seguro. Se trata, en primer lugar, de los remolques, semirremolques y máquinas remolcadas especiales cuya masa máxima autorizada no exceda de 750 kilogramos. Con esta regulación, dichos vehículos no requerirán de un aseguramiento independiente respecto de sus cabezas tractoras. Los daños que puedan causar estarán cubiertos por el SOA de estos últimos, pero solo si la póliza lo recoge expresamente ya que la cobertura no opera de forma automática por la mera circunstancia de estar enganchados.

Tampoco existe obligación de mantener un seguro sobre aquellos vehículos que hayan sido dados de baja de forma temporal o definitiva del Registro de Vehículos de la Dirección General de Tráfico. El reglamentador ha dispuesto esta no obligatoriedad del aseguramiento pensando que en dichas situaciones de baja administrativa del vehículo no resulta razonable hacer soportar al propietario con la carga de concertar o mantener en vigor un seguro que, en principio, no va a cumplir con su función tuitiva.

Ello no quiere decir que estos vehículos queden al margen de la legislación del SOA cuando, incumpliendo sus conductores la prohibición de circular, de hecho lo hagan y causen daños a terceros. De acuerdo con la definición legal de vehículo a motor proporcionada por el RSOA, pueda resultar dudoso que estos vehículos sean incardinables en ella al no ser susceptibles de obtener autorización administrativa para circular. Me inclino, no obstante, a favor de la aplicatoriedad de la legislación sobre el SOA. Consecuentemente, los perjudicados, en caso de no aseguramiento, podrán reclamar la indemnización contra el CCS.

Abonan esta interpretación dos razones fundamentales. La primera pasa por tener en cuenta que, tanto la baja provisional, como la definitiva, son situaciones administrativas potencialmente reversibles, por lo que, al fin y al cabo, el vehículo no deja de encontrarse en disposición de obtener la autorización administrativa. En segundo lugar, la LRCSCVM contempla expresamente la indemnizabilidad a cargo del CCS en los casos de vehículos sin matrícula, al definir el concepto de estacionamiento habitual en España, concepto del que me ocupo en el capítulo II, subapartado 1.2.2.

2.2.3.  Casos excluidos de la consideración de vehículos de motor

De acuerdo con el punto 2º del art. 1 RSOA, no estarán incluidos dentro del concepto de vehículo de motor los ferrocarriles, tranvías y otros vehículos que circulen por vías que le sean propias.

Se excluyen también los vehículos a motor eléctricos que por concepción, destino o finalidad tengan la consideración de juguetes, en los términos definidos y con los requisitos establecidos en el artículo 1.1 del Real Decreto 880/1990, de 29 de junio, por el que se aprueban las normas de seguridad de los juguetes, y su normativa concordante y de desarrollo. El artículo 1.1 de este RD define juguetes como: «…todo producto concebido o manifiestamente destinado a ser utilizado con fines de juego por niños de edad inferior a 14 años». En su párrafo segundo señala que los productos enumerados en su anexo I no se considerarán como juguetes, entre los que se encuentran los vehículos con motores de combustión.

Por esta razón, hay que entender incluidos en el ámbito de aplicación de la regulación sobre el SOA a las llamadas «minimotos» (en inglés, pocket bikes) o los «karts», vehículos ambos de reducidas dimensiones que no pueden ser utilizados en las vías públicas. Esta inclusión también la sostiene la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones en su informe de 14 de marzo de 2005, en relación a las primeras, así como las SSAP Valencia 10 junio 2009 (JUR 2009, 188653) y Madrid 24 junio 2010 (JUR 2010, 337228), que declararon la responsabilidad civil directa del CCS.

Tal y como pone de manifiesto la SAP de Valencia 10 junio 2009 «a los efectos de la responsabilidad civil derivada de la circulación de vehículos a motor y de la obligación de estar asegurados, tiene la consideración del mismo todo aquel vehículo, especial o no, idóneo para circular por la superficie terrestre e impulsado a motor, que incluye a los ciclomotores, remolque y semirremolques, estén o no enganchados, estableciéndose como única excepción los ferrocarriles, los tranvías, los que circulen por vías que le son propias, los vehículos a motor eléctrico que por concepción, destino o finalidad tengan la consideración de juguetes o las sillas de ruedas, lo que se desprende de la regulación contenida en el art. 2 del Real Decreto 7/2001, de 12 de enero (…) pues hecho de la circulación es todo aquel que se deriva de la circunstancia puntual de que el vehículo se utilice como un instrumento circulante, con un conductor que maneje los mecanismos de dirección, avance y retroceso, frente a aquellos en los que pudiera utilizarse el vehículo como instrumento contundente, equivalente a cualquier objeto móvil para producir los daños».

Una tercera categoría de vehículos excluidos viene conformada por las sillas de ruedas.

2.3.  Hechos de la circulación

2.3.1.  Concepto

A los «hechos de la circulación» se refiere el art. 2.1 RSOA, que los define como aquellos derivados del riesgo creado por la conducción de los vehículos a motor a que se refiere el artículo anterior, tanto por garajes y aparcamientos, como por vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, urbanos o interurbanos, así como por vías o terrenos que, sin tener tal aptitud, sean de uso común (7) .

De esta definición destaca su elemento espacial, esto es, el lugar donde se realiza la conducción del vehículo, y que aparece enunciado de una forma tan amplia que solo deja fuera los lugares inaccesibles para los vehículos, al margen de las exclusiones legales que se realizan en el punto 2º de este art. 2.

Por otra parte, es de entender que, cuando el precepto habla de «conducción», no está pensando únicamente en situaciones en las que el vehículo se encuentre en movimiento. Para llegar a tal conclusión es necesario poner en conexión esta definición que proporciona el Reglamento, con la expresión «con motivo de la circulación» enunciada en el art. 1.1 LRCSCVM al establecer la responsabilidad del conductor del vehículo a motor. Y es que resulta perfectamente asumible la existencia de situaciones en las que, estando parado o estacionado, el vehículo continúa suponiendo un riesgo agravado para terceros, lo que justifica la protección dispensada por el SOA. En esta línea se orienta el Tribunal Supremo, por ejemplo, en sentencias 2 diciembre 2008 (RJ 2009, 417) y 6 febrero 2012 (RJ 2012, 4983), en las que viene a afirmar que no hay obstáculo legal ni jurisprudencial para calificar como hechos de la circulación los siniestros que acontezcan durante paradas ocasionales en la ruta seguida por el vehículo, ya sea por exigencias del propio trayecto, ya sea por exigencias legales, para facilitar el debido descanso del conductor.

Más precisamente, el aparcamiento o la simple parada son maniobras de la conducción expresamente reguladas en la Sección 7ª, Capítulo II del Título II, artículos 38 y ss. LTCVMSV.

Múltiples son los ejemplos que cabe aducir en este sentido, acciones como la de detenerse, reiniciar la marcha, permanecer parado esperando que el semáforo se ponga en verde, abrir o cerrar las puertas, etc.

2.3.2.  Supuestos excluidos

A)  Pruebas deportivas

Según el art. 2.2.a) RSOA, quedan excluidos de la consideración de hecho de la circulación «los derivados de la celebración de pruebas deportivas con vehículos a motor en circuitos especialmente destinados al efecto o habilitados para dichas pruebas sin perjuicio de la obligación de suscripción del seguro especial previsto en la disposición adicional segunda».

Para estas actividades, la disposición adicional 2ª del RSOA contempla la obligación de suscribir un seguro especial destinado a cubrir la responsabilidad civil de los conductores intervinientes por las cuantías establecidas para el SOA.

En cuanto al ámbito de aplicación de la norma analizada, y aunque esta no lo explicita, cabe decir que se limita a aquellas pruebas deportivas organizadas por organismos públicos o privados, que cuenten con respaldo administrativo. Sería el caso, por ejemplo, de aquellas pruebas organizadas por una Federación automovilística reconocida de forma oficial por la Administración competente. Los eventos que carezcan de autorización, como las carreras clandestinas, sí habrán de ser concebidos, en cambio, como hechos circulatorios.

B)  Realización de tareas industriales o agrícolas por vehículos especiales

También están excluidos los hechos «derivados de la realización de tareas industriales o agrícolas por vehículos a motor especialmente destinados para ello, sin perjuicio de la aplicación del apartado 1 en caso de desplazamiento de esos vehículos por las vías o terrenos mencionados en dicho apartado cuando no estuvieran realizando las tareas industriales o agrícolas que les fueran propias» (art. 2.2.b) RSOA).

Se trata, en suma, de vehículos que, aunque idóneos para el desplazamiento autónomo, tienen una finalidad primordial distinta al transporte de personas o cosas, como es la realización de actividades industriales o agrícolas en lugares acotados al público. El principal problema que plantean estos vehículos es que en un momento dado pueden dejar de cumplir con su finalidad principal y causar un daño mientras se trasladan ocasionalmente por la vía pública hacia otro destino. Sería el caso, por ejemplo, de un conductor a bordo de una máquina elevadora que abandona la nave en la que trabajaba para desplazarse a otra cercana, dentro del mismo polígono industrial, momento en el que acaece el accidente.

A tenor de la norma citada, se excluye del ámbito material de la LRCSCVM los daños causados por los vehículos destinados principalmente a las labores industriales o agrícolas mientras se encuentren realizando estas funciones que les son propias. En cambio, sí se considera hecho de la circulación los accidentes en que se vean involucrados estos vehículos cuando circulan por las vías a que se refiere el art. 2.1 («garajes y aparcamientos», «vías o terrenos públicos y privados aptos para la circulación, urbanos o interurbanos» y «vías o terrenos que, sin tener tal aptitud, sean de uso común»).

Como se puede apreciar, la cuestión a dilucidar en cada momento, no siempre de fácil resolución, es cuándo el vehículo está realizando o no sus funciones específicas, en cuyo caso no se puede hablar de «hechos de la circulación», y cuándo sirve a la general finalidad circulatoria de transportar personas y cosas, supuesto sí amparado por el SOA.

En palabras de la SAP Pontevedra 1 abril 2005 (JUR 2006, 22695) «cuando se trata de vehículos consagrados a la realización de trabajos de índole industrial (o agrícola) en un sector especial determinado, y sobreviene cualquier accidente durante su uso, el mismo, en tanto el vehículo discurra por aquel concreto y acotado cerco dentro del cual se desarrolla la labor industrial (o agrícola), quedará fuera de la cobertura del seguro de suscripción obligatoria. Es decir, no se produce la movilización responsabilizadora del seguro obligatorio en el caso de vehículos especiales, cuando el vehículo está siendo utilizado como maquinaria, fuera del fenómeno circulatorio». Para las SSAP Lugo 27 junio 2002 (JUR 2002, 213248) y 3 julio 2002 (JUR 2002, 233080), la solución de la controversia debe pasar por conjugar el concepto de hecho de la circulación que define el RSOA, con la circunstancia de que la causa de los daños o perjuicios reclamados sea el riesgo creado por el conductor. Y como señala la primera de ambas sentencias, «...que un tractor circulando por una carretera atropelle a una persona es un hecho de la circulación, pero que el mismo tractor cause lesiones a una persona mientras está realizando una actividad no circulatoria, no puede estimarse como un hecho de la circulación».

El Tribunal Supremo ha venido abandonando una interpretación sumamente flexible del supuesto analizado (cfr. SSTS 20 marzo 1972 (RJ, 1972, 1886), 20 junio 1972 (RJ 1972, 3269), 2 noviembre 1976 (RJ 1976, 4578) y 9 diciembre 1983 (RJ 1983, 6924)) por otra más restringida y, hay que entender, más respetuosa también con el espíritu de la norma. Así, por ejemplo, la STS 10 de febrero 1998 (RJ 1998, 752) rechazó la pretensión indemnizatoria de los herederos de una persona que falleció bajo la grada arrastrada por un tractor, al entender que el accidente no constituía un hecho de la circulación. La STS 3 enero 2008 (RJ 2008, 201) resolvió que el uso de una carretilla de carga y descarga dentro del almacén tampoco podía tener tal consideración de hecho circulatorio. En el mismo sentido, la STS 29 junio del 2009 (RJ 2009, 6456) en un supuesto de atrapamiento de las piernas de una persona en la maquinaria de un vehículo agrícola que se encontraba parado, pero con el sistema de transmisión en funcionamiento; y también, la STS 17 octubre 2011 (RJ 2011, 419), con ocasión de un atropello por un tractor que realizaba funciones agrícolas.

Sin embargo, los pronunciamientos del Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea habidos en años posteriores obligan a rectificar la jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo a la que acabamos de hacer referencia. A este respecto, resulta relevante hacer mención a la STJUE de 4 de septiembre de 2014. En este pronunciamiento, el Tribunal Comunitario alegó que, si un vehículo realiza una función que le es habitual, estaríamos ante un hecho de la circulación.

En fecha posterior, destaca el caso de una cuestión prejudicial planteada por un tribunal portugués que fue resuelta en la STJUE de 28 de noviembre de 2017. Se trataba de una reclamación por la muerte de una ciudadana portuguesa en un accidente ocurrido en una explotación agraria en la que trabajaba. La víctima había sido aplastada por un tractor, que permanecía inmovilizado en un camino llano de tierra con el motor en marcha para accionar una bomba pulverizadora de herbicida. El Tribunal europeo desestimó la reclamación de indemnización planteada por los perjudicados en el entendimiento de que el vehículo no estaba siendo utilizado como medio de transporte en el momento del accidente. Por tanto, interpretado este criterio en un sentido contrario, cabría entender que, cuando el vehículo, cualquiera que fuera la actividad principal para la que estuviera destinado, realizara funciones de transporte de personas, la responsabilidad civil en que incurriera su propietario o conductor sí estaría cubierta por el SOA.

C)  Los desplazamientos de vehículos a motor por vías o terrenos en los que no sea de aplicación la legislación señalada en el artículo 1, tales como los recintos de puertos o aeropuertos

En tercer lugar, tampoco se considerarán hecho de la circulación los desplazamientos de vehículos a motor por vías o terrenos en los que no sea de aplicación la legislación señalada en el artículo 1, tales como los recintos de puertos o aeropuertos (art. 2.2 c) RSOA), lo que constituye una novedad respecto del anterior Reglamento. Bajo su vigencia, las aseguradoras y el CCS defendían que los siniestros ocurridos en dichos recintos estaban al margen del SOA, bien porque entendían que los vehículos se encontraban realizando labores industriales, o bien, en otros casos, por la naturaleza de la vía, que no era considerada como de uso común.

Con la referencia que hace el actual RSOA a la legislación sobre tráfico y seguridad vial (pues a ella se refiere, a su vez, el artículo 1), se pretende aproximar entre sí a esta regulación y la del SOA. Desde esta perspectiva hay que concebir la exclusión que estamos analizando. El SOA solo se aplicará a los accidentes ocurridos en vías en las que esté permitido circular según las disposiciones de la LTCVMSV. Por el contrario, no será aplicable en los recintos y vías que cuenten con una regulación administrativa específica, como puertos, aeropuertos o bases militares, es decir, espacios delimitados especialmente para finalidades específicas y que, incluso, pueden contar con unas normas propias para regular la circulación.

No obstante, la STJUE de 20 de diciembre de 2017 entendió que el hecho de la circulación no debe hacerse depender del tipo de vía por la que circula el vehículo causante del accidente. La sentencia tiene su origen en el accidente ocasionado a un militar, ocupante de un vehículo, cuando estaba participando en unos ejercicios nocturnos en un campo de maniobras. En este caso, el TJUE consideró que el vehículo militar estaba siendo utilizado como medio de transporte en el momento del accidente y, por tanto, que el concepto de «circulación de vehículos» del artículo 3 de la Directiva 2009/103, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una normativa nacional (art. 2 RSOA), que permite excluir de la cobertura del SOA los daños ocasionados por la conducción de vehículos automóviles por vías y terrenos «no aptos para la circulación», salvo aquellos que, sin tener tal actitud, sean no obstante «de uso común».

D)  La utilización del vehículo como instrumento de delito doloso

Quedan también fuera del ámbito material del seguro obligatorio, por no ser hechos de la circulación, los daños derivados de la utilización del vehículo a motor como instrumento para la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes (art. 2.3 RSOA).

Antiguamente, las aseguradoras negaban la cobertura partiendo de una interpretación literal del artículo 19 LCS, que excluye la obligación de estas de indemnizar cuando el siniestro ha sido causado por mala fe del asegurado. Frente a esta interpretación se situaban quienes, animados por la creencia en la función social del SOA, defendían que las víctimas debían estar cubiertas, sin perjuicio del derecho de repetición que pudiera tener el asegurador frente al causante del daño. Para estos, el art. 19 LCS solo tenía cabida en el caso de seguros de daños propios, no en los de responsabilidad civil, como el SOA.

Con el tiempo, la legislación fue orientándose en el sentido de negar la cobertura de los daños. Así, por ejemplo, el Anexo a la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados, en su apartado primero, dispuso que el sistema de valoración de daños por accidente de circulación no era aplicable cuando los mismos fueran «consecuencia de delito doloso». En igual sentido, el anterior RSOA, aprobado por RD 7/2001, de 12 de enero, estableció en su apartado 3.3. que «… (no) tendrá la consideración de hecho de la circulación la utilización de un vehículo a motor como instrumento de la comisión de delitos dolosos contra las personas y los bienes».

A pesar de la aparente claridad de estos dos últimos preceptos en pro de la exclusión del SOA, el Tribunal Supremo mantuvo una interpretación restrictiva manifestando que no cualquier daño causado por un vehículo como consecuencia de delito tenía encaje en este supuesto. La Sala Segunda del Tribunal Supremo, en el Pleno no jurisdiccional celebrado el 14 de diciembre de 1994, puso de relieve la distinta situación que se planteaba en función de la legislación aplicable (seguro obligatorio o seguro voluntario), y sostuvo que la expresión «hechos de la circulación» no implica una distinción entre «accidente, doloso, culposo o fortuito», por lo que el dolo del asegurado no debía exonerar de responsabilidad a la entidad aseguradora.

En el Pleno no jurisdiccional celebrado el 6 de marzo de 1997, el alto Tribunal tomó el acuerdo de que las sentencias condenatorias por delitos dolosos o culposos cometidos con vehículos de motor debían incluir la condena a la entidad aseguradora dentro de los límites del seguro obligatorio, siempre que el daño se hubiera ocasionado «con motivo de la circulación», con lo que los supuestos jurídicamente conflictivos quedarían reducidos, en buena medida, a aquellos en que exista un dolo directo sobre el resultado. Como precisó la STS 20 julio 2004 (RJ 2004, 5465), únicamente constituirían este supuesto los casos en que el vehículo se utilizara como instrumento del delito a través de una acción totalmente extraña a la conducción. Por el contrario, no se daría el supuesto cuando, utilizándose el vehículo para el fin que le es propio, es decir, desplazarse de un sitio a otro, se aprovechaba esa situación para arremeter deliberadamente contra una persona mientras se circula [STS 7 febrero 2001 (RJ 2001, 358)].

Los argumentos que avalaban esta interpretación partían del tenor de varios preceptos, dos aún en vigor, y uno derogado, que vienen o venían a reconocer la responsabilidad directa del asegurador frente a los terceros perjudicados, sin perjuicio de su derecho a repetir frente al asegurado. De un lado, el art. 7 a) del derogado Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la circulación de Vehículos a Motor de 1968 reconocía el derecho de repetición del asegurador para el caso de daños causados dolosamente, de lo que cabía interpretar in fine que estos daños estaban amparados por el SOA en favor de los perjudicados. Por su parte, el actual art. 117 CP establece la responsabilidad directa de las aseguradoras con respecto a los daños causados como consecuencia de un «hecho previsto en este Código» (delito o falta), y, por tanto, doloso o culposo, sin perjuicio del derecho a repetir las indemnizaciones abonadas a los terceros perjudicados. El tercer argumento utilizado por la jurisprudencia en apoyo de sus tesis era el también vigente art. 76 LCS, que recoge la acción directa del perjudicado o sus herederos para exigirle el cumplimiento de la obligación de indemnizar, pudiendo igualmente repetir el asegurador contra el asegurado, causante doloso del daño.

Al objeto de poner fin a la discrepancia jurisprudencial existente, el Acuerdo del Pleno no jurisdiccional de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 24 abril 2007 (JUR 2007, 130518) señaló que no respondería la aseguradora cuando el vehículo de motor fuera «el instrumento directamente buscado para causar daño personal o material derivado del delito» y sí lo haría en el caso de «daños diferentes de los propuestos directamente por el autor». Este nuevo criterio, seguido por la Sala 2ª del Tribunal Supremo, supuso eliminar la exigencia mantenida hasta entonces de que el hecho enjuiciado constituyera «una acción totalmente extraña a la circulación». Finalmente, el legislador plasmó expresamente esta exclusión en la actual LRCSCVM, art. 1.4, segundo inciso, lo que no quiere decir, obviamente, que hayan quedado resueltas definitivamente las dudas interpretativas.

La STS 3 noviembre 2009 (RJ 2009, 5841) recoge otros precedentes de la Sala 1ª y los acuerdos que han venido dictando los plenos no jurisdiccionales de este Tribunal al respecto. A la hora de aplicar este Acuerdo no jurisdiccional, sostiene que «quedarán incluidos los casos en los que, circulando un vehículo, se cree un peligro no autorizado que después llega a concretarse en un daño o lesión, pero no será considerado hecho de la circulación el empleo del vehículo como instrumento, con dolo directo, encaminado a la causación del daño».

El criterio que se desprende de la doctrina jurisprudencial expuesta es que la acción delictiva se oriente de forma directa a causar la lesión o la muerte de la víctima, valiéndose para ello de un vehículo de motor. La intencionalidad y el carácter instrumental del vehículo juegan aquí, por tanto, un papel primordial a la hora de interpretar si concurre o no la causa de exclusión.

En cuanto al primer elemento, de naturaleza subjetiva, la intencionalidad o dolo, se concreta en la querencia por parte del conductor del resultado lesivo producido. Esta exclusión exige que el acto lesivo se ejecute con dolo directo de producir el daño. Aunque, como dice la STS 3 noviembre 2009 (RJ 2009, 5841), citada por la STS 19 marzo 2013 (RJ 2013, 2733), al autor se le impute por dolo eventual un probable resultado no efectivamente causado. Si el dolo no se proyecta sobre el resultado, el asegurador deberá asumir el siniestro, sin perjuicio de un eventual derecho de repetición. Por eso, no hay que confundir el supuesto ahora examinado, con otros similares, sí cubiertos por el SOA, como, por ejemplo, aquellos en los que el dolo va incorporado a una acción inicial que no es la que desencadena el resultado dañoso.

Por lo que se refiere al carácter instrumental del vehículo, elemento de naturaleza objetiva, se realiza cuando de este se aprovecha su función primordial como medio de transporte para otro fin que no le es propio: causar la lesión. Como ya se ha apuntado, hasta el Acuerdo de la Sala General de 24 de abril de 2007 (JUR 2007, 130518), solo quedaba excluida excepcionalmente la cobertura del SOA cuando el vehículo hubiese sido utilizado como instrumento del delito a través de una acción totalmente extraña a la circulación.

Salta a la vista la dificultad de encontrar un supuesto en que el vehículo se emplee exclusivamente para producir un daño, sin que además realice la acción propia de los vehículos de motor, esto es, como medio de transporte. Tal vez, podrían señalarse a modo de ejemplo los llamados «alunizajes», es decir, aquellos casos en los que el vehículo es empleado como ariete para fracturar una puerta, escaparate o vitrina y facilitar el posterior acceso de sus ocupantes al interior del establecimiento. Pocos ejemplos más podrían concebirse. Corolario de ello es que la condena por delitos de homicidio o lesiones causados de forma intencionada con un vehículo venía habitualmente acompañada de la declaración de responsabilidad civil directa de la aseguradora del vehículo o del CCCS. La interpretación que actualmente realiza la jurisprudencia es más laxa, pues admite cualquier supuesto en el que el vehículo adquiera una función instrumental al servicio de las intenciones lesivas del autor.

E)  Otros supuestos excluidos. Especial referencia al incendio del vehículo

Como he tenido ocasión de comentar, el concepto de «hechos de la circulación» no se circunscribe únicamente a aquellas situaciones en las que el vehículo se encuentra en movimiento, puesto que, incluso en situación de reposo, puede seguir conservando su potencial peligrosidad.

Un supuesto frecuente de daños causados por vehículos en reposo se refiere al incendio. Dado que la finalidad del SOA es garantizar la indemnidad de los perjudicados por daños derivados del riesgo circulatorio, cabe defender como hecho de la circulación aquel en que el incendio se produce por razones endógenas a la propia configuración del vehículo, esto es, cuando obedece a un funcionamiento, siquiera anormal o defectuoso, de los dispositivos, especialmente de naturaleza eléctrica, que lo componen. Así ocurrirá, por ejemplo, por un cortocircuito en el sistema eléctrico. En cambio, no merece su inclusión en esta categoría aquellas situaciones en las que el incendio proviene de una fuente exterior, como podría ser el caso de los actos de vandalismo en los que intencionadamente se causa fuego al vehículo y termina transmitiéndose a otros objetos o personas. Ello viene determinado porque nada tiene que ver aquí los daños sufridos por terceros con el riesgo inherente a la actividad circulatoria.

El problema que se suscita guarda relación más bien con la prueba de la causa originadora del incendio debido precisamente al estado de destrucción en que queda el vehículo. Es por eso que se hace necesario aclarar sobre quién recae la carga de probar el origen del incendio. No es discutible que si, por la causa que lo origina, constituye un hecho de la circulación, el art. 1 LRCSCVM impone la carga de la prueba sobre el propietario o asegurador del vehículo incendiado. Pero, ¿cómo saber si es un hecho de la circulación? El perjudicado que se limite a afirmar el régimen probatorio emanado de la LRCSCVM podría incurrir en una «petición de principio», falacia argumentativa que consiste en utilizar como premisa lo que, precisamente, ha de ser objeto de demostración. Si no se puede acreditar la causa del incendio, tampoco cabe afirmar que se trata de un hecho de la circulación y, en consecuencia, no es dado al perjudicado invocar el régimen de responsabilidad cuasi objetivo existente para los daños corporales y la inversión de la carga de la prueba para los materiales, según resulta del precepto citado. En este sentido, la STS de 10 de octubre de 2000 (RJ 2000, 9192) negó que se pudiera acudir a la LRCSCVM para determinar la imputación de daños, debido a que el perjudicado, sobre el que recaía la carga de prueba, no acreditó que la causa del daño tuviera su origen en un hecho de la circulación. Se aplica, por tanto, la norma general sobre el onus probandi que dice que ha de ser el demandante quien pruebe los hechos determinantes de su reclamación.

Más recientemente, la cuestión ha sido analizada en la STJUE 20 de junio de 2019, que se muestra claramente favorable a la consideración como hecho de la circulación de aquellos incendios de vehículos por causas no acreditadas. La sentencia fue dictada ante una cuestión prejudicial planteada por el Tribunal Supremo español, que quería conocer si podría considerarse accidente de circulación el producido cuando se tiene el motor parado y el coche guardado en un garaje. El TJUE concluye que «el artículo 3, párrafo primero, de la Directiva 2009/103 debe interpretarse en el sentido de que el concepto de "circulación de vehículos" que figura en la citada disposición no se limita a las situaciones de circulación vial, es decir, de circulación por la vía pública, y que incluye cualquier utilización de un vehículo que sea conforme con su función habitual». A raíz de esta sentencia, es menester entender que el estacionamiento de un vehículo es un estadio natural necesario para utilizarlo como medio de transporte, ya esté parado o en un garaje, y aunque nadie se encontrase en su interior.

Por otra parte, es evidente que, además del ejemplo del incendio analizado, la casuística en torno a los daños causados por vehículos en reposo puede ser inacabable, por lo que aquí a título ilustrativo me limitaré a reseñar otros ejemplos abordados por la jurisprudencia:


	
—  Labores de carga y descarga.La STS 29 noviembre 2007 (RJ 2007, 8433), dictada en un supuesto en que el fallecido estaba realizando labores de carga y descarga, entendió que el accidente se produjo mientras el vehículo estaba siendo usado de forma distinta a lo que ha de considerarse el uso normal, por lo que rechazó la cobertura del SOA.



	
—  Vehículo en reposo que cae sobre una persona por pérdida de la estabilidad.La STS 29 junio 2009 (RJ 2009, 4763) se ocupó del caso de un tractor estacionado en una rastrojera, de uso común o público, en la que se iba a celebrar el encierro de los toros con ocasión de las fiestas del pueblo, con el motor apagado y sin estar debidamente asegurada su inmovilización, debajo del cual se había tumbado el fallecido para aprovechar la sombra. El Supremo considera que no hay hecho de la circulación por tres circunstancias concretas: el tractor no estaba circulando, por tanto, no era propulsado por el motor, y la zona en la que se produjo el accidente no era apta para el tráfico de vehículo.



	
—  Muerte por inhalación de monóxido de carbono.La STS 4 julio 2002 (RJ 2002, 5900) declaró que no estaba comprendida en el concepto de circulación la muerte de unos jóvenes por inhalación de monóxido de carbono, ocurrida mientras se encontraban en el interior de un vehículo parado en un garaje, porque aunque no es necesario que el «coche se mueva», sí que «es preciso que esté en circulación, o derivada o inherente o accesoria, y no cabe que esté en situación ajena, extraña o independiente de la circulación», como ocurría en el presente caso.



	
—  Lesiones causada por la apertura o cierre de las puertas del vehículo.La SAP Madrid 22 diciembre 2004 (JUR 2005, 38553) considera como hecho de circulación el caso de un viajero que es golpeado con la puerta del autobús cuando intentaba acceder al mismo y accionar el conductor el mecanismo de cierre. También, la SAP Barcelona de 26 de julio 2007 (JUR 2007, 284054) que conoce del accidente producido en el curso del trayecto programado y como consecuencia del prematuro accionamiento del mecanismo de cierre de las puertas automáticas del autobús para reanudar la marcha. Partiendo de estos hechos, la Audiencia considera que concurre un hecho de la circulación ya que las lesiones de la usuaria sobrevienen como consecuencia directa del funcionamiento del vehículo en cuestión, de suerte que es irrelevante que el transporte hubiera llegado a iniciar el movimiento o por el contrario el mismo resultara abortado por los sistemas de seguridad del vehículo.





3.  El régimen de responsabilidad

3.1.  El título de imputación de la responsabilidad por daños a las personas: el riesgo

El art. 1.1. II LRCSCVM establece que «En el caso de daños a las personas, de esta responsabilidad solo quedará exonerado cuando pruebe que los daños fueron debidos únicamente a la conducta o la negligencia del perjudicado o a fuerza mayor extraña a la conducción o al funcionamiento del vehículo; no se considerarán casos de fuerza mayor los defectos del vehículo ni la rotura o fallo de alguna de sus piezas o mecanismos». Esta declaración de responsabilidad se atenúa, sin embargo, en punto segundo al decirse que cuando la víctima capaz de culpa civil solo contribuya a la producción del daño se reducirán todas las indemnizaciones.

Es común la afirmación de que el precepto citado recoge una responsabilidad objetiva, lo que de ser cierto comportaría, no una responsabilidad sin culpa, como a menudo se indica erróneamente, sino una responsabilidad entre cuyos presupuestos no se encuentra tal elemento. En efecto, lo característico de esta figura es la imputación al agente de la responsabilidad civil prescindiendo del examen de la negligencia, la cual puede existir o no.

Hecha esta precisión, lo cierto es que una concepción canónica de la responsabilidad objetiva no encaja en puridad en el tenor del citado precepto, pues cabe la exoneración del agente cuando ha mediado culpa exclusiva de la víctima o fuerza mayor extraña a la conducción. La ley permite también moderar la indemnización en los casos en que concurran la negligencia del conductor y la del perjudicado. La existencia de estas causas de exoneración o moderación hace aconsejable calificar la naturaleza de la responsabilidad como cuasiobjetiva u objetiva atenuada.

En el régimen general de la responsabilidad extracontractual, el art. 1902 CC ha venido experimentando una interpretación que pasa por la objetivación de la responsabilidad, sobre la base de principios como el de inversión de la carga de la prueba, la presunción de conducta culposa en el agente, así como la aplicación de la responsabilidad basada en el riesgo, aunque sin erigirla en fundamento único de la obligación de resarcir (STS 20 junio 2000). En este sentido, dispone la STS 20 junio 2000 que «si bien el art. 1902 descansa en un principio básico culpabilista, no es permitido desconocer que la diligencia requerida comprende no solo las prevenciones y cuidados reglamentarios, sino además todos los que la prudencia impugna para prevenir el evento dañoso, con inversión de la carga de la prueba y presunción de conducta culposa en el agente, así como la aplicación, dentro de unas prudentes pautas, de la responsabilidad basada en el riesgo, aunque sin erigirla en fundamento único de la obligación de resarcir, todo lo cual permite entender que para responsabilizar una conducta, no solo ha de atenderse a esa diligencia exigible según las circunstancias personales, de tiempo y lugar, sino, además, al sector del tráfico o entorno físico y social donde se proyecta la conducta, para determinar si el agente obró con el cuidado, atención y perseverancia apropiados y con la reflexión necesaria para evitar el perjuicio».

Aun cuando guarda algunas similitudes, en el caso específico de la responsabilidad automovilística, la responsabilidad basada en el riesgo es llevada hasta consecuencias prácticas mayores al punto de que ni siquiera puede predicarse con propiedad que se presuma la culpa del conductor. En el régimen general, para que haya responsabilidad civil debe haber culpa, si bien, cuando la actividad en cuya órbita se causa el daño es especialmente peligrosa, la culpa puede presumirse, de tal manera que no ha de resultar probada por el perjudicado en la medida en que la carga de la prueba se hace recaer sobre el agente dañoso. La consecuencia directa de ello es que, ausente dicha prueba, será este quien venga obligado a su resarcimiento.

En materia de tráfico, esta necesidad de invocar la presunción de culpa estaba justificada bajo el régimen anterior a la LUCVM/1962. A partir de su aprobación, la objetivación de la responsabilidad quedó consagrada por medio de su art. 39 LUCVM/1962, que venía a instaurar inicialmente una responsabilidad, tanto para los daños a las personas, como a los bienes, en las que se prescindía del elemento de la culpa o negligencia. Ello no obstante, el Tribunal Supremo no abandonó las reminiscencias subjetivistas del pasado, aunque fuera por el expediente de presumir iuris tantum la culpa del agente. Así, por ejemplo, la STS 19 febrero 1987 (RJ 1987, 719) hace referencia al juicio de culpabilidad formulado por la sentencia de instancia y dispone que las «apreciaciones de hecho, determinantes de la negligencia imputada, no son combatidas acudiendo a la vía prevista en el número séptimo del artículo mil seiscientos noventa y dos de la Ley de Enjuiciamiento Civil, sino desde la perspectiva de su calificación, al amparo del número primero de este artículo con acusación de haberse infringido los artículos mil ciento uno y mil ciento cuatro, objeción, esta, inestimable, en tanto permanezcan vivas aquellas afirmaciones que sirven de apoyo al reproche de negligencia cuya apreciación sí descansa, como afirma notoria doctrina jurisprudencial, tanto en el caso de la culpa contractual como en la extracontractual, en criterios subjetivistas es con notables limitaciones acompasadas a los avances de la técnica y a su secuela de creación de riesgo, según las obligadas pautas interpretativas a que se refiere el párrafo primero del artículo tercero del Código Civil, limitaciones que se revelan básicamente en presunción de culpabilidad con la consiguiente inversión de la carga de la prueba que aquí ha de reafirmarse con claudicación por ello también del segundo motivo de casación en el que, contrariando la doctrina que se expone, se hace denuncia de infracción del artículo mil doscientos catorce del Código Civil, dando de lado, como se dice, a la presunción de que ha concurrido negligencia en el agente en tanto no se acredite lo contrario» (8) .

Esta tendencia denotaba el resabio culpabilístico presente en nuestro Alto Tribunal, al que se le hacía difícil digerir que pudiera existir responsabilidad civil sin necesidad de que concurriera una actuación culposa.

Tal posición del Tribunal Supremo era aun más perceptible en resoluciones en las que se venía a rechazar el acogimiento de una plena y total objetivación de la responsabilidad, exigiéndose un componente psicológico o culpabilístico, siquiera mínimo, por parte del conductor, como se sostuvo en la STS 12 diciembre 1997 (RJ 1997, 9336) al decir que «En cuestión de accidentes automovilísticos la doctrina de esta Sala ha evolucionado en los últimos tiempos hacia una responsabilidad cuasi-objetiva, impuesta por el creciente riesgo que los vehículos de motor aportan al convivir social armónico de los seres humanos. En este sentido se impone al causante del daño la demostración suficiente y cumplida de su actuar diligente para exonerarle de toda responsabilidad y por tanto que su conducta no cabe ser tachada de negligente o activa imprudencial, al entrar en juego la inversión de la carga de la prueba o mantenerse con rigor la concurrencia de la diligencia debida y la necesidad de agotar todos los medios disponibles para evitar el accidente y que son requeridos según las circunstancias» (9) .

Una interpretación histórica del precepto permite ahondar en la incorrección de esta postura jurisprudencial, pues el propio Ministro de Justicia, con ocasión de la presentación del proyecto de ley, dijo significativamente ante las Cortes que: «La objetivación de la responsabilidad civil significa dar un paso más allá de lo que representa la inversión de la carga de la prueba, por cuanto tal inversión supone la existencia de culpa (10) ».
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